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Panel integrado por su presidente el Juez Bonilla Ortiz, la Jueza Cortés 
González y la Jueza Mateu Meléndez.1 
 
Mateu Meléndez, Jueza ponente 
 
 

SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 6 de diciembre de 2021. 

 Mediante recurso de Apelación presentado el 8 de enero del año en 

curso, la Nueva Familia San Judas Tadeo, Inc., y la Sra. María Elena Pérez 

Oyola (la parte apelante) nos solicitan la revocación de la Sentencia emitida 

y notificada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan 

(TPI) con fecha del 12 de noviembre de 2020. Por virtud del referido 

dictamen, el TPI desestimó con perjuicio la Demanda por difamación, libelo, 

calumnia y daños y perjuicios que la apelante sometiera contra el Sr. Josué 

“Jay” Fonseca, Telemundo de Puerto Rico, LLC. y demandados 

desconocidos.  

 
1 Mediante Orden Administrativa Núm. TA-2021-016 de 25 de enero de 2021 se 

designa a la Jueza Mateu Meléndez en sustitución de la Jueza Birriel Cardona. 
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 Evaluado el expediente ante nuestra consideración, por las razones 

que a continuación discutiremos, confirmamos el dictamen apelado. 

Veamos. 

-I- 

 El 27 de mayo del 2020, la Nueva Familia San Judas Tadeo, Inc. 

(Nueva Familia) y la Sra. Mayra Elena Pérez Oyola, como representante de 

la corporación, instaron Demanda contra el Sr. Josué Jay Fonseca (señor 

Fonseca); Telemundo Puerto Rico, LLC (Telemundo) y las demandadas de 

nombre desconocido designadas como Compañía de Seguros A y 

Compañía de Seguros B. En esta, alegaron que, luego de la muerte de una 

joven menor de edad cuyo cuidado le había asignado al hogar San Judas 

(Nueva Familia) por el Departamento de la Familia, el señor Fonseca en el 

programa de televisión Jay Fonseca y sus Rayos X transmitió información 

sobre el evento que era falsa y difamatoria. Señalaron que tales reportajes 

fueron hechos desde el 5 de agosto de 2018, día del fallecimiento, hasta el 

mes de julio del año 2019. Además, reclamaron que este tergiversaba el 

tratamiento que recibió la joven fallecida durante su estadía en el hogar 

Nueva Familia. Por las actuaciones imputadas, reclamaron una 

compensación por daños a la reputación, tanto del hogar Nueva Familia, 

como de la señora Pérez como dueña, en la cantidad de $400,000.00.  

 Luego de varios trámites procesales, el 4 de septiembre de 2020, 

Telemundo presentó una Moción solicitando desestimación. En su escrito, 

señaló que el evento reportado en una serie de reportajes especiales es una 

noticia de interés público y las expresiones realizadas sobre el mismo están 

protegidas por la Primera Enmienda Constitucional bajo el derecho a la 

libre expresión. Además, alegó que las alegaciones de la Demanda eran 

conclusorias e insuficientes para sostener la causa de acción instada e 

incumplían con el estándar necesario en una acción de daños y perjuicios.  
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Específicamente, indicó que en el contexto de una demanda sobre 

difamación el crisol de insuficiencia de las alegaciones por conclusorias 

obliga a que las demandas de difamación tienen que incluir dentro de su 

contenido el lugar, la forma, el momento específico en que se realizaron las 

expresiones supuestamente difamatorias y falsas y especificar a quién iban 

dirigidas cada una de ellas.  

Por ende, al citar la doctrina establecida en Colón v. Televicentro, 175 

DPR 690, 713-714 (2009) y Rosenberg v Home Box Off., Inc., 33 AD3d 550 

(2006), aseveró que, si la demanda no especifica con detalle cuándo y a 

quién estaban dirigidas, las expresiones de la demanda se dan por 

conclusorias y por tanto insuficientes para derrotar una moción de 

desestimación. En virtud de tales planteamientos, reclamó que en virtud de 

la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, debía 

desestimarse la Demanda con perjuicio. El 8 de septiembre de 2020, el señor 

Fonseca sometió Moción uniéndose y solicitando adoptar por referencia “Moción 

solicitando desestimación” presentada por Telemundo de Puerto Rico, LLC. 

El 2 de octubre de 2020, la parte apelante presentó su Moción en 

oposición a Moción de Desestimación de las codemandadas Telemundo y Fonseca. 

Al oponerse a la moción desestimatoria, la parte apelante señaló que las 

expresiones vertidas por el señor Fonseca se basaban en hechos falsos, por 

lo que no gozan de protección constitucional alguna. Negó, además, que 

estas fueran una opinión o sobre un asunto de interés público. Por el 

contrario, sostuvo que estas fueron emitidas a sabiendas de que los 

informes periciales y los testimonios no establecían lo informado.  

Evaluadas las mociones presentadas, el 12 de noviembre de 2020 el 

TPI dictó su Sentencia en la que decretó la desestimación con perjuicio de la 

causa de epígrafe. Al así resolver, primeramente, dictaminó que el 

programa Jay y sus Rayos X para fines de la causa de epígrafe podía 

considerarse como acreedor del derecho constitucional a la libertad de 
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prensa conforme a los postulados enunciados. Esto, dado que regularmente 

asume la posición de prensa en Puerto Rico. Resuelto ello, manifestó que, si 

bien es cierto en la Demanda se expone que los demandados transmitieron 

información falsa, difamatoria y tergiversada, esta no especifica las 

supuestas expresiones difamatorias, ni incluye una transcripción de estas. 

Asimismo, resaltó que en la Demanda tampoco se menciona el contenido 

específico de la transmisión en la que supuestamente el señor Fonseca habló 

de mano criminal en la muerte de la joven fallecida o las expresiones 

difamatorias hechas. Así pues, el TPI concluyó que “los expositivos de la 

demanda son meramente alegaciones conclusorias desprovistas de la 

forma, manera y lugar requeridas para que bajo el crisol de una demanda 

por difamación se puedan dar por ciertas.” 

Sobre las alegaciones de la demanda, el tribunal sentenciador 

específicamente consignó: 

“La parte demandante reclama el resarcimiento de daños 
presuntamente sufridos como consecuencia de la transmisión del 
reportaje del programa “Jay y sus Rayos X”. Sin embargo, para que 
proceda la indemnización de los daños era preciso que la 
demandante trazara el contenido de las alegadas expresiones 
difamatorias. Es ahí donde la demanda deja de exponer una 
reclamación que dé lugar a un remedio. Examinemos las 
alegaciones de la demanda.  
 
Los expositivos 14, 15, 16 y 17 de la demanda en síntesis expresan 
que del 26 de julio al 5 de agosto se comenzaron a transmitir una 
serie de reportajes difamatorios relacionados al tratamiento y la 
muerte de una joven que responsabilizaban a los demandantes de 
la muerte de la joven. 
 
Como podrá observarse nada se dice en cuanto a las expresiones 
específicas que se consideran difamatorias. Simplemente se 
concluye de manera generalizada que todo el contenido de los 
reportajes es difamatorio sin tan siquiera citar una sola expresión 
realizada por el demandado en cualquiera de los reportajes que 
pudiese catalogarse como falsa.  
 
Los expositivos 18, 19 y 20 básicamente exponen que el demandado 
Fonseca indicó que él llevaría el caso contra los demandantes y que 
abogaría por la revocación de la licencia y que se investigara si hubo 
mano criminal en el asunto. Ninguna de estas expresiones se puede 
considerar como difamatoria. Son opiniones de Fonseca quien 

comenta sobre un asunto de interés público. Aún más, las 
expresiones de Fonseca según escritas en la demanda no están 
acompañadas de una connotación fáctica que pueda ser susceptible 
de ser corroborada como cierta o falsa.   
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Alertar a las autoridades sobre un posible delito tampoco puede 
interpretarse como una expresión difamatoria pues el ministerio 
público y las agencias de gobierno tienen la discreción de tomar 
acción en cuanto a la posible comisión de un delito o la revocación 
de una licencia. Reiteramos, dichas expresiones están protegidas 
por la libertad de prensa pues son de alto interés público 
considerando que se trata sobre la muerte de una menor bajo la 
custodia del estado y del Hogar San Judas. Máxime, cuando el 
hecho escueto de solicitar que las autoridades investiguen las 
circunstancias desconocidas de una menor bajo la custodia del 
estado no puede considerarse [sic] como difamatorio ni tampoco las 
consecuencias derivadas de esa investigación. Dicho reclamo 
público está protegido por el derecho a la libertad de palabra y 
prensa toda vez el declarante tiene derecho a opinar y expresar 
que la muerte de la menor debería ser investigada.” (Énfasis 
suplido) 

 
El 24 de noviembre de 2020, la parte apelante solicitó la 

reconsideración de la Sentencia. Opuesta que fuera su solicitud de 

reconsideración, esta fue denegada mediante Orden emitida y notificada el 

11 de diciembre de 2020.  

El 8 de enero de 2021, la parte apelante presentó su recurso de 

apelación, en el que señaló que el foro sentenciador erró al:  

[…] declarar Ha Lugar la Moción de desestimación bajo la Regla 
10.2 de las de Procedimiento Civil aceptando hechos alternos 
y defensas afirmativas que no están en la Demanda. 
 
[…] al no decretar un conflicto de intereses por parte de un 
abogado que representa simultáneamente a una estación de 
Televisión y un programa de esa emisora privada.  
 
El 29 de enero de 2021, Telemundo y el señor Fonseca presentaron 

su Alegato en oposición a recurso de Apelación. El 22 de julio del año en curso, 

la parte apelante sometió una Moción Informativa y en Solicitud de Remedio. 

En esta, ante la presunta renuncia del señor Fonseca a Telemundo, reafirmó 

el reclamo de conflicto de interés de la representación legal de los apelados, 

Por su parte, el 4 de noviembre del presente año, Telemundo y el señor 

Fonseca comparecieron mediante Moción solicitando conocimiento judicial en 

el que informaron que la señora Pérez recientemente fue arrestada y 

acusada por los hechos que motivan la demanda de difamación.  

Evaluadas las posiciones de las partes, a la luz del derecho aplicable 

que a continuación esbozaremos, resolvemos como sigue.  
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II 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, 

permite a una parte que es demandada, mediante la presentación de una 

moción debidamente fundamentada a esos fines, solicitar la desestimación 

de la demanda instada en su contra. En particular, la referida regla establece 

que la parte demandada podrá solicitar la desestimación de la demanda en 

su contra por alguno de los siguientes fundamentos: 

(1) Falta de jurisdicción sobre la materia. 
(2) Falta de jurisdicción sobre la persona. 
(3) Insuficiencia del emplazamiento. 
(4) Insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento. 
(5) Dejar de exponer una reclamación que justifique la concesión de 

un remedio. 
(6) Dejar de acumular una parte indispensable. Íd. (Énfasis suplido) 

 
Al respecto, el más alto foro ha expresado que, al resolverse una 

moción de desestimación por el fundamento de que la demanda deja de 

exponer una reclamación que justifique la concesión de un remedio, "[e]l 

tribunal tomará como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda 

y que hayan sido aseverados de manera clara y concluyente, y que de su 

faz no den margen a dudas". Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 

DPR 409, 428, (2008); Colón Muñoz v. Lotería de P.R., 167 DPR 625, (2006). 

Además, deberá identificar los elementos que establecen la causa de acción 

y las meras alegaciones concluyentes que no pueden presumirse como 

ciertas. Hernández Colón op. cit., pág. 268; Ashcroft v. Iqbal, 556 US 662 

(2009); Bell Atlantic Corp. v. Twombly, 550 US 544 (2007).  

Cónsono con lo anterior las alegaciones en la demanda se tienen que 

interpretar “[c]onjuntamente, liberalmente y de la forma más favorable 

posible para la parte demandante" Cruz Pérez v. Roldán Rodríguez, 2021 

TSPR 16, 206 DPR ___ (2021); López García v. López García, 200 DPR 50, 69 

(2018). En ese sentido, la demanda no deberá desestimarse a menos que se 

demuestre que el demandante no tiene derecho a remedio alguno, bajo 

cualesquiera hechos que pueda probar. López García v. López García, Íd. 
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Luego de brindarle veracidad a las alegaciones, el tribunal deberá 

determinar si a base de éstas, la demanda establece una reclamación 

plausible que justifique la concesión de un remedio al demandante a la luz 

de la norma establecida en Bell Atlantic Corp. v. Twombly, supra.  Sobre 

este particular el tratadista Hernández Colón explica que la plausibilidad o 

el estándar de plausibilidad consiste, en que “[e]l tribunal debe aceptar 

como ciertos todos los hechos bien alegados en la demanda eliminando del 

análisis las conclusiones legales y los elementos de la causa de acción 

apoyados por aseveraciones conclusorias. Luego de brindarle veracidad a 

los hechos bien alegados, debe determinar si a base de estos la demandada 

establece una reclamación plausible que justifique que el demandante tiene 

derecho a un remedio, guiado en sus análisis por la experiencia y el sentido 

común…” R. Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San Juan, 

LexisNexis, 2010, pág. 268. 

No obstante, al evaluar una moción de desestimación, el tribunal 

puede descartar todas las conclusiones legales o aseveraciones conclusorias 

contenidas en la demanda, pues no han de tomarse como ciertas si el 

tribunal determina que procede la desestimación. Ashcroft v. Iqbal, supra: 

Bell Atlantic Corp. V. Twombly, supra. 

Realizado el análisis de las alegaciones, de entender que los hechos 

alegados "[n]o cumplen con el estándar de plausibilidad, el tribunal debe 

desestimar la demanda". R. Hernández Colón, op. cit.; Ashcroft v. Iqbal, 

supra; Bell Atlantic Corp. v. Twombly, supra.  El propósito de la doctrina es 

evitar "[q]ue una demanda insuficiente proceda bajo el pretexto de que con 

el descubrimiento de prueba pueden probarse las alegaciones 

conclusorias". R. Hernández Colón, op. cit.; J.A. Cuevas Segarra, Tratado de 

Derecho Civil, 2da ed., San Juan, Pubs. JTS, 2011, Tomo II, pág. 529. 

III 

-A- 
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Las acciones de difamación plantean la necesidad de balancear el 

derecho a la libre expresión y la libertad de prensa, que comprende el 

interés del Pueblo en fomentar el debate vigoroso sobre cuestiones de 

interés público, y el derecho a la intimidad de los individuos. Véase Const. 

PR, Art. II, Secs. 4 y 8, 1 LPRA. Véase, además, Gómez Márquez v. Periódico 

El Oriental, Inc., 203 DPR 783, citando a Maldonado y Negrón v. Marrero y 

Blanco, 121 DPR 705, 713 (1988); González Martínez v. López, 118 DPR 190, 

192 (1987). 

En nuestro ordenamiento jurídico, el Artículo 1802 del Código Civil 

de 1930, 31 LPRA sec. 51412, es la fuente de protección civil contra ataques 

difamatorios. Cacho González v. Santarrosa, 203 DPR 215 (2019), citando a 

Colón Pérez v. Televicentro, 175 DPR 690, 726 (2009). Es por ello que la Ley 

de Libelo y Calumnia del 19 de febrero de 1902, 32 LPRA sec. 3141-3149, ha 

perdido gran parte de su importación desde la aprobación de nuestra 

Constitución y subsiste tan solo en cuanto es compatible con ella. Id. 

La difamación ha sido definida como la expresión falsa que 

constituye un ataque al honor, dignidad y reputación de una persona. Una 

expresión difamatoria puede ocurrir mediante el libelo o la calumnia. El 

primero de estos medios- el libelo- se conoce como la difamación maliciosa 

que se realiza contra una persona por cualquier medio escrito de 

comunicación, con la intención de desacreditar, deshonrar o menospreciar. 

32 LPRA sec. 3142. La calumnia, por su parte, trata de una expresión 

difamatoria oral. 32 LPRA sec. 3143; Ojeda v. El Vocero de PR, 137 DPR 315 

(1994). 

En una acción por difamación, el objeto de derecho es la reputación 

personal del sujeto injuriado públicamente, o sea, del derecho a defender 

 
2 El 28 de noviembre de 2020, entró en vigor el nuevo Código Civil de Puerto Rico, Ley 
Núm. 55-2020 (“Código Civil de 2020”). Es oportuno destacar que los hechos del caso de 
epígrafe ocurrieron previo a la fecha de vigencia de la citada ley. Por lo cual, consideramos 
pertinente aclarar que las disposiciones citadas en la presente sentencia son aquellas del 
anterior Código Civil de 1930. 
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su nombre ante los ojos de los demás, en el interés de: (1) proteger las 

relaciones que sostiene con terceros; (2) proteger la probabilidad de 

relaciones futuras con terceros; (3) proteger su imagen pública en general, 

y (4) evitar que se le cree una imagen pública negativa si careciere de 

reconocimiento público en el presente. Soc. de Gananciales v. Vocero de 

P.R., 135 DPR 122 (1994). Cuando quien comparece en una causa de acción 

por difamación es una persona privada, sólo es necesario que se demuestre 

negligencia. José v. El Mundo, 106 DPR 415 (1977).  

 La identificación específica del reclamante es un prerrequisito 

constitucional y piedra angular de todo pleito de difamación. Por ello, la 

parte demandante tiene que demostrar que es la persona contra quien se 

dirige la expresión difamatoria y quien sufre el daño a su reputación. No 

obstante, el demandante no tiene que probar que fue mencionado por su 

nombre y apellido ni que cada lector reconozca que es objeto de difamación. 

Meléndez Vega v. El Vocero de PR, 189 DPR 123, 163-164 (2013).  

-B- 

 La Regla 9.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 9.3, dispone 

que un tribunal, en el ejercicio de su poder inherente de supervisar la 

conducta de los abogados que postulan ante sí, puede descalificar a un 

abogado que incurra en conducta que constituya un obstáculo para la sana 

administración de la justicia o que infrinja sus deberes hacia el tribunal, sus 

representados o compañeros abogados. Torres Alvarado v. Madera Atiles, 

202 DPR 495 (2019), citando a Job Connection Center. Sups. Econo, 185 DPR 

858, 596 (2012). Así pues, los tribunales de instancia pueden ordenar la 

descalificación de un abogado cuando ello sea necesario para la solución 

justa, rápida y económica de los pleitos. Id. 

 Diferente a en los procedimientos disciplinarios por violación a los 

Cánones de Ética Profesional, en los que un abogado se expone a una 

sanción o penalidad, en la situación de una descalificación esto no sucede. 
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No obstante, la realidad es que la descalificación de un abogado afecta 

negativamente varios aspectos como los derechos de las partes y el trámite 

de los procedimientos. Es por ello que la descalificación es un remedio que 

no debe imponerse ligeramente y procede solamente cuando sea 

estrictamente necesario. Job Connection Center. Sups. Econo, supra. 

La descalificación de un abogado puede ser dictada por el tribunal a 

petición de parte o motu proprio. Meléndez v. Caribbean Int´l. News, 151 

DPR 649 (2000); K-mart Corp. v. Walgreens of PR, Inc., 121 DPR 633 (1998). 

Cuando esta es dictada motu proprio por el foro judicial, no es necesario 

aportar prueba sobre una violación ética, toda vez que en caso de duda, la 

apariencia de impropiedad podrá ser utilizada para resolver a favor de la 

descalificación. Job Connection Center. Sups. Econo, supra, citando a 

Meléndez v. Caribbean Int´l. News, supra, y casos allí citados. Sin embargo, 

cuando es una parte quien peticiona la descalificación de un abogado, la 

mera presentación de la moción no conlleva la concesión automática de 

esta. El tribunal, deberá realizar un análisis de la totalidad de las 

circunstancias a la luz de los siguientes factores: (i) si quien solicita la 

descalificación tiene legitimación activa para invocarla; (ii) la gravedad de 

la posible violación ética involucrada; (iii) la complejidad del derecho o los 

hechos pertinentes a la controversia y el “expertise” de los abogados 

implicados; (iv) la etapa de los procedimientos en que surja la controversia 

sobre descalificación y su posible efecto en cuanto a la solución justa, rápida 

y económica del caso, y (v) el propósito detrás de la descalificación, es decir, 

si la moción está siendo utilizada como mecanismo para dilatar los 

procedimientos. Job Connection Center. Sups. Econo, supra, a la págs. 597-

598 y casos allí citados.  

Así pues, un juez o una jueza puede rechazar una petición de 

descalificación de una parte cuando entienda que la misma ha sido 
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presentada como una táctica dilatoria del procedimiento o cuando se 

somete a los únicos fines de intimidar al adversario. Id. 

IV 

 Para sustentar el primer señalamiento de error esbozado en su 

recurso, la parte apelante vertió los mismos planteamientos que levantó 

ante el foro primario en su oposición a la moción de desestimación. En 

síntesis, arguye que al evaluar la solicitud de desestimación, el tribunal de 

instancia estaba obligado a tomar como ciertas todas las alegaciones de su 

reclamación y que, lejos de constituir opiniones subjetivas, o de asuntos de 

interés público, estas tratan realmente de información falsa y difamatoria 

dirigida directamente contra la parte demandante.  A tales efectos, en su 

recurso lista un sumario de aquellos temas sobre los que la parte apelada 

hizo expresiones supuestamente falsas y difamatorias.  

 Por su parte, al oponerse al recurso apelativo, Telemundo y el señor 

Fonseca señalan que la parte apelante no tiene una causa al amparo del Art. 

1802 del Código Civil de 1930,3 31 LPRA Sec. 5141, toda vez que una 

expresión protegida constitucionalmente no puede dar lugar a una 

reclamación en daños y perjuicios. Igualmente, indican que las alegaciones 

contenidas en la demanda son de carácter conclusivo que no superan el 

estándar de plausibilidad que nuestro ordenamiento exige.  

 Como indicamos, para impugnar la desestimación ordenada en el 

caso, la parte apelante niega que las manifestaciones realizadas por el señor 

Fonseca fueran observaciones subjetivas o de interés público.  A pesar de 

que tal clasificación fue concluida por el foro primario, para refutar la 

decisión no discute hechos o fuentes de derecho que nos permitan apoyar 

su planteamiento. De igual manera, la discusión de la parte apelante carece 

 
3 Hacemos constar que el Código Civil de Puerto Rico de 1930 fue derogado y sustituido 
por el actual Código Civil de Puerto Rico en virtud de la Ley Núm. 55-2020, por lo que el 
presente análisis se realizó por medio del estatuto vigente a la fecha de los hechos, los 
cuales se originaron previo a la efectividad del nuevo ordenamiento jurídico recientemente 
aprobado. 
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de argumento alguno que cuestione el reconocimiento hecho por el TPI a 

favor del programa televisivo Jay y sus Rayos X del derecho a la libertad de 

prensa.  

 Al remitirnos a las alegaciones de la Demanda, notamos que, 

efectivamente, como fue concluido por el foro sentenciador, estas contienen 

alegaciones conclusivas y meras generalidades sobre la alegada naturaleza 

difamatoria de las expresiones supuestamente hechas, sin siquiera citar una 

sola de las expresiones que le imputa al señor Fonseca de manera tal que 

pudiera catalogarse su falsedad. Igualmente, notamos que las alegaciones 

levantadas tampoco revelan una conducta negligente por parte del señor 

Fonseca y Telemundo. 

 Aunque reconocemos que la jurisprudencia establece que al evaluar 

una moción de desestimación bajo el argumento de que a la parte 

demandante no le asiste un derecho a la concesión de un remedio las 

alegaciones de la demanda deben evaluarse desde la perspectiva más 

favorable para la parte demandante, no albergamos duda alguna de que en 

el presente caso la parte apelante no demostró la existencia de elementos 

esenciales para la configuración de la causa de acción por difamación y 

daños y perjuicios. Por consiguiente, resolvemos que el primer error 

señalado no fue cometido. 

 De otra parte, en su segundo señalamiento de error, la parte apelante 

nos solicita en apelación la revisión judicial de una decisión interlocutoria 

emitida durante el trámite procesal del caso. En particular, nos pide que 

evaluemos la determinación del TPI de denegar la petición de 

descalificación de la representación legal de la parte apelada. Evaluada la 

petición de descalificación sometida ante la consideración del tribunal 

apelado, así como los argumentos que en reconsideración de la Sentencia 

sometió sobre el particular, consideramos que el error imputado no fue 

cometido.  
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 Tal cual indicamos, la solicitud de descalificación de un abogado es 

un asunto que no debe imponerse ligeramente y procede solamente cuando 

sea estrictamente necesario. Al solicitar la descalificación del abogado de 

los apelados, en su escrito la parte apelante específicamente argumentó:  

[…] 
 
“9. Entendemos que conforme se desprende de la demanda 
presentada hay altas probabilidades que estos dos demandados 
tienen defensas e intereses encontrados en el presente pleito. 
 
10. Se reclama al codemandado Fonseca hacer expresiones 
difamatorias y libelosas que produjeron daños a la corporación 
comparecientes en un programa conocido por Jay y Sus Rayos X 
[sic]. 
 
11. De otra parte, la reclamación contra Telemundo Puerto Rico, es 
por haber facilitado estos actos de difamación y libelo al contratar 
con Fonseca y darle el foro para sus actuaciones culposas y 
negligentes. 
 
12. Como puede observarse, las defensas e intereses de ambos 
codemandados están encontrados y deben conllevar 
representaciones legales por separado. 
 
[…] 
 
14. Un examen de las alegaciones de la demanda demuestra que los 
actos de cada demandado es particular a cada uno, y que es 
probable que las defensas de cada uno de los codemandados y sus 
respectivas compañías aseguradoras van a entrar en conflicto.” 

 

 Como podemos apreciar, por virtud de las antes transcritas 

alegaciones, la parte apelante reclamó como base para la descalificación 

solicitada un alto conflicto de intereses entre las partes que el Lcdo. Roberto 

Sueiro Del Valle representa. No obstante, consideramos que estas carecen 

de hechos concretos que permitieran al tribunal estar en posición de 

considerar demostrado el posible o potencial conflicto alegado. Más aún, 

estas descansan en meras aseveraciones y conjeturas abstractas.  

La determinación que hace el TPI al descalificar trata de una decisión 

impregnada del alto grado de discreción que tiene dicho foro en el manejo 

procesal de un caso. Meléndez Vega v. Caribbean Intern. News, supra, a la 

pág. 664. Como es sabido, como foro apelativo no debemos intervenir con 

las determinaciones interlocutorias discrecionales de los tribunales de 

instancia, salvo que este haya incurrido en arbitrariedad o craso abuso de 
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discreción. Íd. No encontramos en los argumentos levantados por la parte 

apelante planteamiento alguno que nos convenza de que el foro apelado 

erró en el ejercicio de esa discreción. Tampoco detectamos que esté presente 

un error manifiesto en la interpretación o aplicación de la norma jurídica, 

ni que su decisión esté movida por prejuicio o parcialidad o que esta sea 

irrazonable. Por consiguiente, no identificamos causa alguna que nos lleve 

a intervenir con la discreción del foro apelado.  

V 

 Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la Sentencia 

emitida y notificada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

San Juan (TPI) con fecha de 12 de noviembre de 2021 en el caso civil núm. 

SJ2020CV02932. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


